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Señor

Ricardo Adolfo Samper Ugarte

Alcalde Municipal

MUNICIPALIDAD DE LIBERIA 

Liberia, Guanacaste

Estimado señor:

Asunto:
Addendum al contrato de servicios profesionales para la realización de catastro, suscrito entre la Municipalidad de Liberia y la Fundación Neotrópica. Autorización de contratación directa No. 8881  del 14 de agosto del 2003. 

Nos referimos a su oficio No. ALDE-R-S-237-2005 mediante el cual solicita que esta Contraloría General apruebe addendum al contrato de servicios profesionales para la realización de catastro, suscrito entre la Municipalidad de Liberia y la Fundación Neotrópica, ello de conformidad con la autorización para contratación directa otorgada por nuestra División de Asesoría y Gestión Jurídica mediante oficio No. 8881 del 14 de agosto del 2003. 

Al respecto, una vez realizado el análisis de la información sometida a nuestro conocimiento, se deben destacar los siguientes puntos:

1. Que el contrato suscrito entre las partes fue refrendado por esta Contraloría General el 17 de octubre del 2003, mediante oficio No. 11661 (DI-AA-2561); sin embargo, en dicho documento contractual no se contempló la incorporación de mecanismo alguno para el reconocimiento de revisiones del precio.

2. Que la cláusula cuarta del documento de mérito señala que la “duración total del Proceso Catastral propuesto es de trece meses” y que dicho plazo se contará “a partir de la orden de inicio que deberá emitir la Municipalidad dentro de los ocho días siguientes al refrendo de este Contrato.” 

3. Que, según consta en los documentos aportados,  la Fundación Neotrópica presentó a ese Ayuntamiento, con fecha 1° de octubre del 2004, una propuesta de revisión de precios.

4. Que mediante presupuesto extraordinario No. 2-2005 se incluyó, entre otros, la suma de ¢20.041.616,79 para cancelar a la citada Fundación un reclamo por revisión de precios.

5. Que, mediante oficio No. 9682 de fecha 12 de agosto pasado, la inclusión de esa suma fue improbada por el Área de Servicios Municipales de esta Contraloría General, señalando como causal de improbación lo que a continuación se transcribe:

“ (...) en el contrato  de servicios profesionales suscrito  entre esa Corporación Municipal y la Fundación Neotrópica (oficio No. 11661 del 17 de octubre del 2003 con el cual se remitió el contrato con el refrendo respectivo),  no se advierte que se haya establecido una fórmula matemática de reajuste de precios aprobada por esta Contraloría General de la República, ni tampoco se ha demostrado que posteriormente al refrendo del mismo  se haya incorporado esa fórmula a un posible addendum al contrato antes mencionado, la  cual también debe contar con la aprobación de este Órgano Contralor.”

6. Que mediante oficio No. ALDE-R-S-237-2005 se somete a trámite de refrendo un addendum al contrato de mérito, en el que las partes convienen en agregar el siguiente párrafo a la cláusula sexta:

“Incluir dentro del presupuesto de contratación la suma de 16.741.488 (dieciséis millones setecientos cuarenta y un mil cuatrocientos ochenta y ocho), suma que será incluida dentro del Presupuesto municipal extraordinario y enviado a la Contraloría General de la República para su refrendo respectivo. Una vez autorizado por dicho Organo, el pago se hará efectivo siguiendo los procedimientos establecidos para ello.”

7. Que según se indica en el punto sétimo del reclamo presentado por dicha Fundación, el momento de inicio del proyecto se da el 03 de noviembre del 2003.

8. Que tomando en consideración esa fecha de inicio, el plazo contractual de trece meses se tendría por fenecido el 03 de diciembre del 2004. No obstante, llama la atención el acápite denominado PRUEBA del citado reclamo donde se señala como término de la contratación el mes de julio del 2005, en cuyo caso también el contrato de comentario se encontraría ejecutado.

9. Que en los documentos remitidos no existe evidencia de prórroga del plazo originalmente establecido. Cabe señalar, que la gestión que se atiende no fue acompañada del expediente administrativo levantado con motivo de la contratación.

Para una mejor comprensión del caso que nos ocupa y como sustento de nuestro criterio, a continuación procedemos a señalar algunos aspectos en relación con el reconocimiento de reajustes y revisiones del precio en contratos administrativos.

La figura del reajuste y revisión del precio
 constituye un mecanismo jurídico utilizado en nuestro medio para mantener el principio de constitucional de intangibilidad patrimonial, esto es, el equilibrio económico financiero de la contratación, restituyendo el valor real de la obligación, de manera que se pague lo que originalmente se convino, es decir garantiza el pago integral del precio, de manera que ninguna de las partes -contratante y contratista- se vea perjudicada en el cumplimiento de la respectiva relación negocial.

Los citados reajustes y revisiones deben originarse en situaciones imprevistas para las partes o en aquellas que, aunque previsibles, sean producto de comportamiento normal del mercado local, rompiendo así la economía del contrato. Por lo tanto, desde el punto de vista de la Administración, el reajuste y revisión del precio no está concebido como un medio para otorgar beneficios económicos al contratista, sino como la vía idónea para asegurar, en beneficio del interés público, el cumplimiento del contrato de manera que se garantice su total ejecución, al contar con un mecanismo de respuesta oportuno ante los acontecimientos que lo afectan en su economía.

Bajo este orden de ideas, los reajustes y revisiones del precio no constituyen una indemnización que reconoce el Estado voluntariamente y paga al contratista; sino más bien, una obligación para la Administración y un derecho irrenunciable para los contratistas, lo que se materializará mediante la aplicación de fórmulas matemáticas para aumentar o disminuir el precio pactado de acuerdo con las variaciones que se presenten en los costos, directos o indirectos, estrictamente relacionados con la obra, el servicio o el suministro contratado, manteniendo tal y como se indicó anteriormente, el equilibrio económico del contrato.

Sobre el particular la Sala Constitucional, en su sentencia No. 6432-98 del 04 de setiembre de 1998, señala que:

“Como tesis de principio, se afirma que deben reconocerse los reajustes de precios aún si no existiera un convenio previo entre las partes o una norma jurídica expresa que así lo disponga, puesto que se trata, en lo medular, de la aplicación de un principio constitucional en forma directa, derecho cuya existencia no depende de una norma expresa que lo establezca, sino de la naturaleza misma de la relación contractual en el campo administrativo. Es decir, esta institución se aplica de pleno derecho y en forma directa, a reserva, eso sí, de que exista acuerdo entre las partes en cuanto al monto y éste resulte razonable a los fines que se persiguen, es decir, que se reconozcan, como se ha dicho, los aumentos en los costos que conforman e integran los precios del contrato, según las prácticas usuales en la  ejecución de los contratos administrativos.” (El destacado es nuestro).

De lo anterior se desprende, que el contratista está en su derecho de reclamar el reconocimiento de reajustes o revisiones del precio, siempre y cuando demuestre que el desequilibrio financiero surge por causas que son imputables a la Administración o por causas no imputables a ella, pero sobrevinientes e imprevisibles, que desequilibran las contraprestaciones, alterando la ecuación financiera del contrato.

A mayor abundamiento, la Sentencia Constitucional de marras agrega lo siguiente:

“(…) debiendo, eso sí, someterse los convenios entre las partes, a los sistemas ordinarios de control hacendario, o a la aprobación de la Contraloría General de la República…” (El destacado es nuestro).

Así las cosas, los mecanismos de revisión y reajuste del precio resultan ser un acuerdo de partes que se formaliza mediante el contrato, o en su defecto, el mismo podrá ser incorporado, durante la vigencia de la relación contractual, mediante la firma de un addendum, documentos que deberán someterse al trámite de aprobación interna o de refrendo contralor según corresponda. En este orden de ideas, deberá considerarse lo dispuesto en el artículo 7 del Reglamento Sobre el Refrendo de las Contrataciones de la Administración Pública emitido por esta Contraloría General de la República, al decir que “los documentos en que consten modificaciones a los elementos esenciales de los  contratos refrendados, deberán contar con el respectivo refrendo, de forma previa a su ejecución”.

En punto a este aspecto,  resulta importante destacar que la función del Órgano Contralor sobre la materia de marras, consiste básicamente en revisar los mecanismos de reajuste o revisión del precio incluidos en los contratos y addenda que requieren para su eficacia jurídica de refrendo constitucional, verificando en estos casos que las citadas cláusulas definan -de conformidad con los requerimientos establecidos- los parámetros o lineamientos que regirán para su aplicación
.

Corolario de lo expuesto, en el caso que nos ocupa, no existe la  posibilidad de que este Órgano de Fiscalización Superior se pronuncie sobre el mecanismo de revisión, toda vez que no fue incorporado en el contrato y que no es factible su materialización mediante addendum por cuanto de los documentos remitidos se desprende, en principio, que el contrato ya fue ejecutado. Lo anterior sin perjuicio, de la fiscalización posterior que sobre lo actuado pueda ejercer esta Contraloría General.

Asimismo, en lo que respecta al monto aprobado por ese Ayuntamiento, tampoco es factible nuestra acción, en vista de que no compete a esta Institución la emisión de criterio, revisión o aprobación en relación con el cálculo de los montos que se reconocerán como resultado de la aplicación de dichos mecanismos de reajuste o revisión del precio en contrataciones particulares; siendo, más bien, responsabilidad exclusiva de la Administración el verificar que dichos pagos se efectúen de conformidad con los principios que rigen la materia. 

En atención a los argumentos supraindicados, procedemos a devolver sin trámite el addendum remitido, quedando bajo la responsabilidad de esa Corporación Municipal:

1. Valorar y verificar las circunstancias que argumenta el contratista como base para solicitar el reconocimiento de revisiones del precio.

2. Verificar, en caso de que proceda el reconocimiento,  que la solicitud de la contratista se fundamente en lo dispuesto por el artículo 18 de la Ley de la Contratación Administrativa No. 7494 y que esté en estricto apego a la normativa y jurisprudencia vigente, particularmente lo establecido por el Voto No. 6432-98 de la Sala Constitucional y sus posteriores aclaraciones. 

3. Verificar que los procedimientos utilizados para determinar el monto que se reconocerá se guíen por parámetros estrictos de igualdad, razonabilidad y proporcionalidad de manera que se obtenga un mecanismo equitativo y ponderado que mantenga el principio constitucional de intangibilidad patrimonial.

En cuanto a este último aspecto, ha de tomarse en consideración que realizar proyecciones de las eventuales sumas que se reconocerán producto de la aplicación del mecanismo de  reajuste o revisión del precio en una contratación en particular, resulta ser un ejercicio de carácter meramente presupuestario, cuyo resultado permitiría a la Administración cumplir con el principio presupuestario de previsión, anticipando los gastos que podría demandar el cumplimiento de sus obligaciones contractuales.

No obstante, en lo que respecta al reconocimiento efectivo de dichas aplicaciones, la Sala Constitucional ha señalado reiteradamente que el derecho al reconocimiento de revisiones y reajustes del precio nace a la vida jurídica desde la fecha de cotización y podrá ejercerse, durante la relación contractual, tantas veces como se presenten alteraciones en los costos estrictamente relacionados con el objeto del contrato. De forma tal, que la figura del reajuste y la revisión del precio se activa toda vez que efectivamente varían los costos inmersos en el contrato, ya que son estas variaciones las que introducen en la  relación contractual el desequilibrio económico que afecta las contraprestaciones entre las partes, alterando así la ecuación financiera de la contratación. Por lo tanto, para la restitución del nivel financiero originalmente previsto, será indispensable que la parte interesada demuestre la ocurrencia de un desequilibrio económico financiero en la relación contractual, aspecto que contemplará el desarrollo de la fórmula matemática pactada de conformidad con la estructura de costos establecida y con los índices que efectivamente se encuentren vigentes al momento de cada variación.

Finalmente, con el propósito de que sea tomado en cuenta en futuras contrataciones, reiteramos el criterio de esta Contraloría General en el sentido de que el  contrato al resumir los aspectos principales de la contratación debe incluir en forma expresa el mecanismo de reajuste o revisión del precio acordado entre las partes, detallando la fórmula matemática que se va a utilizar, la estructura porcentual de los componentes del precio y las fuentes de los índices correspondientes.

 
Atentamente,

 
Lic. Manuel Corrales Umaña, MBA.


Jefe de Unidad
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� De conformidad con la Ley de Contratación Administrativa el término “reajuste del precio” se aplica en los contratos suscritos con personas o empresas de la industria de la construcción y el término “revisión del precio” se emplea en las restantes contrataciones (ejemplo: servicios, suministros y arrendamientos no referido a locales o edificios).


� Para un análisis detallado de los aspectos mínimos que debe contemplar  un mecanismo de reajuste o revisión del precio, remítase a nuestro oficio No. 6004 del 04 de junio del 2001.








